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Anteproyecto de Ley de Desarrollo 
Constitucional

Libro Primero

Sección Primera 
e los Derechos Humanos

Artículo 1º

Para abatir las carencias y rezagos que afectan a los pueblos y comunidades 
indígenas, la Federación, los Estados y los Municipios tienen la obligación de:

I. Impulsar el desarrollo regional de las zonas indígenas con el 
propósito de fortalecer las economías locales y mejorar las condicio-
nes de vida de sus pueblos, mediante acciones coordinadas entre los 
tres órdenes de gobierno, con la participación de las comunidades.

Las autoridades municipales determinarán equitativamente las 
asignaciones presupuestales que las comunidades administrarán di-
rectamente para fines específicos;

II.

a) Garantizar e incrementar los niveles de escolaridad, favo-
reciendo la educación bilingüe e intercultural, la alfabetización, 
la conclusión de la educación básica, la capacitación productiva 
y la educación media superior y superior.

b)  Establecer un sistema de becas para los estudiantes indí-
genas en todos los niveles.

c) Definir y desarrollar programas educativos de contenido 
regional que reconozcan la herencia cultural de sus pueblos, de 
acuerdo con las leyes de la materia y en consulta con las comu-
nidades indígenas.

d) Impulsar el respeto y conocimiento de las diversas cultu-
ras existentes en la Nación;
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174 Anteproyecto de Ley de Desarrollo Constitucional

III. Asegurar el acceso efectivo a los servicios de salud mediante 
la ampliación de la cobertura del sistema nacional, aprovechando de-
bidamente la medicina tradicional, así como apoyar la nutrición de 
los indígenas mediante programas de alimentación, en especial para 
la población infantil;

IV. Mejorar las condiciones de las comunidades indígenas y de 
sus espacios para la convivencia y recreación, mediante acciones que 
faciliten el acceso al financiamiento público y privado para la cons-
trucción y mejoramiento de vivienda, así como ampliar la cobertura 
de los servicios sociales básicos;

V. Propiciar la incorporación de las mujeres indígenas al desarro-
llo, mediante el apoyo a los proyectos productivos, la protección de 
su salud, el otorgamiento de estímulos para favorecer su educación 
y su participación en la toma de decisiones relacionadas con la vida 
comunitaria;

VI. Extender la red de comunicaciones que permita la integra-
ción de las comunidades, mediante la construcción y ampliación de 
vías de comunicación y telecomunicación. Establecer condiciones 
para que los pueblos y las comunidades indígenas puedan adquirir, 
operar y administrar medios de comunicación, en los términos que 
las leyes de la materia determinen;

VII. Apoyar las actividades productivas y el desarrollo sustenta-
ble de las comunidades indígenas mediante acciones que permitan 
alcanzar la suficiencia de sus ingresos económicos, la aplicación de 
estímulos para las inversiones públicas y privadas que propicien la 
creación de empleos, la incorporación de tecnologías para incremen-
tar su propia capacidad productiva, así como para asegurar el acceso 
equitativo a los sistemas de abasto y comercialización;

VIII. Establecer políticas sociales para proteger a los migrantes 
de los pueblos indígenas, tanto en el territorio nacional como en el 
extranjero, mediante acciones para garantizar los derechos laborales 
de los jornaleros agrícolas; mejorar las condiciones de salud de las 
mujeres; apoyar con programas especiales de educación y nutrición 
a niños y jóvenes de familias migrantes; velar por el respeto de sus 
derechos humanos y promover la difusión de sus culturas;

IX. Consultar a los pueblos indígenas en la elaboración del Plan 
Nacional de Desarrollo y de los estatales y municipales y, en su caso, 
incorporar las recomendaciones y propuestas que realicen.
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175Anteproyecto de Ley de Desarrollo Constitucional

Artículo 2º

Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación, 
los Estados y el Distrito Federal, en el ámbito de sus respectivas competen-
cias, se regirán por los siguientes principios y bases:

I. Toda la información en posesión de cualquier autoridad, en-
tidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y 
Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fon-
dos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato 
que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en 
el ámbito federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser re-
servada temporalmente por razones de interés público y seguridad 
nacional, en los términos que fijen las leyes.

En la interpretación de este derecho deberá prevalecer el princi-
pio de máxima publicidad.

Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive 
del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones; la ley deter-
minará los supuestos específicos bajo los cuales procederá la declara-
ción de inexistencia de la información;

II. La información que se refiere a la vida privada y los datos 
personales será protegida en los términos y con las excepciones que 
fijen las leyes;

III. Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o 
justificar su utilización, tendrá acceso gratuito a la información pú-
blica, a sus datos personales o a la rectificación de éstos;

IV. Se establecerán mecanismos de acceso a la información y 
procedimientos de revisión expeditos que se sustanciarán ante los or-
ganismos autónomos especializados e imparciales que establece esta 
Constitución;

V. Los sujetos obligados deberán preservar sus documentos en 
archivos administrativos actualizados y publicarán, a través de los 
medios electrónicos disponibles, la información completa y actuali-
zada sobre el ejercicio de los recursos públicos y los indicadores que 
permitan rendir cuenta del cumplimiento de sus objetivos y de los 
resultados obtenidos;

VI. Las leyes determinarán la manera en que los sujetos obli-
gados deberán hacer pública la información relativa a los recursos 
públicos que entreguen a personas físicas o morales;
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176 Anteproyecto de Ley de Desarrollo Constitucional

VII. La inobservancia a las disposiciones en materia de acceso a 
la información pública será sancionada en los términos que dispon-
gan las leyes.

Artículo 3º

Por delincuencia organizada se entiende una organización de hecho de 
tres o más personas, para cometer delitos en forma permanente o reiterada, 
en los términos de la ley de la materia.

Artículo 4º

En toda orden de cateo, que sólo la autoridad judicial podrá expedir a 
solicitud del Ministerio Público, se expresará el lugar que ha de inspeccio-
narse, la persona o personas que hayan de aprehenderse y los objetos que 
se buscan, a lo que únicamente debe limitarse la diligencia, levantándose al 
concluirla un acta circunstanciada, en presencia de dos testigos propuestos 
por el ocupante del lugar cateado o en su ausencia o negativa, por la auto-
ridad que practique la diligencia.

Artículo 5º

La Federación, los Estados y el Distrito Federal establecerán un servicio 
de defensoría pública de calidad y asegurarán un servicio profesional de 
carrera para los defensores. Las percepciones de los defensores no podrán 
ser inferiores a las que correspondan a los agentes del Ministerio Público.

Artículo 6º

El juez ordenará la prisión preventiva, oficiosamente, en los casos de de-
lincuencia organizada, homicidio doloso, violación, secuestro, trata de per-
sonas, delitos cometidos con medios violentos como armas y explosivos, así 
como delitos graves que determine la ley en contra de la seguridad de la 
Nación, el libre desarrollo de la personalidad y de la salud.

Artículo 7º

El proceso penal acusatorio y oral se sujetará a las siguientes bases:

I. El proceso penal tendrá por objeto el esclarecimiento de los 
hechos, proteger al inocente, procurar que el culpable no quede im-
pune y que los daños causados por el delito se reparen;
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177Anteproyecto de Ley de Desarrollo Constitucional

II. Toda audiencia se desarrollará en presencia del juez, sin que 
pueda delegar en ninguna persona el desahogo y la valoración de las 
pruebas, la cual deberá realizarse de manera libre y lógica;

III. Para los efectos de la sentencia sólo se considerarán como 
prueba aquellas que hayan sido desahogadas en la audiencia de juicio.

La ley establecerá las excepciones y los requisitos para admitir en 
juicio la prueba anticipada, que por su naturaleza requiera desahogo 
previo;

IV. El juicio se celebrará ante un juez que no haya conocido del 
caso previamente. La presentación de los argumentos y los elementos 
probatorios se desarrollará de manera pública, contradictoria y oral;

V. La carga de la prueba para demostrar la culpabilidad corres-
ponde a la parte acusadora, conforme lo establezca el tipo penal. 
Las partes tendrán igualdad procesal para sostener la acusación o la 
defensa, respectivamente;

VI. Ningún juzgador podrá tratar asuntos que estén sujetos a 
proceso con cualquiera de las partes sin que esté presente la otra, 
respetando en todo momento el principio de contradicción, salvo las 
excepciones que establezca la Constitución;

VII. Una vez iniciado el proceso penal, siempre y cuando no 
exista oposición del inculpado, se podrá decretar su terminación an-
ticipada en los supuestos y bajo las modalidades que determine la ley.

Si el imputado reconoce ante la autoridad judicial, voluntaria-
mente y con conocimiento de las consecuencias, su participación en 
el delito y existen medios de convicción suficientes para corroborar 
la imputación, el juez citará a audiencia de sentencia. La ley estable-
cerá los beneficios que se podrán otorgar al inculpado cuando acepte 
su responsabilidad;

VIII. El juez sólo condenará cuando exista convicción de la cul-
pabilidad del procesado;

. Cualquier prueba obtenida con violación de derechos fun-
damentales será nula, y

X. Los principios previstos en el artículo 20 constitucional y en 
este precpeto, se observarán también en las audiencias preliminares 
al juicio.

Artículo 8º

En el proceso penal acusatorio y oral se observarán, además de lo dis-
puesto en el artículo 20 de la Constitución, las siguientes disposiciones:
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178 Anteproyecto de Ley de Desarrollo Constitucional

I. En delincuencia organizada, las actuaciones realizadas en la 
fase de investigación podrán tener valor probatorio, cuando no pue-
dan ser reproducidas en juicio o exista riesgo para testigos o víctimas. 
Lo anterior sin perjuicio del derecho del inculpado de objetarlas o 
impugnarlas y aportar pruebas en contra;

II. El imputado y su defensor tendrán acceso a los registros de la 
investigación cuando el primero se encuentre detenido y cuando pre-
tenda recibírsele declaración o entrevistarlo. Asimismo, antes de su 
primera comparecencia ante juez podrán consultar dichos registros, 
con la oportunidad debida para preparar la defensa. A partir de este 
momento no podrán mantenerse en reserva las actuaciones de la in-
vestigación, salvo los casos excepcionales expresamente señalados en 
la ley, cuando ello sea imprescindible para salvaguardar el éxito de la 
investigación y siempre que sean oportunamente revelados para no 
afectar el derecho de defensa.

Artículo 9º

En el caso de la extinción de dominio se establecerá un procedimiento 
que se regirá por las siguientes reglas:

I. Será jurisdiccional y autónomo del procedimiento penal;
II. Procederá en los casos de delincuencia organizada, delitos 

contra la salud, secuestro, robo de vehículos, trata de personas y en-
riquecimiento ilícito, respecto de los bienes siguientes:

a) Aquellos que sean instrumento, objeto o producto del de-
lito, aún cuando no se haya dictado la sentencia que determine 
la responsabilidad penal, pero existan elementos suficientes para 
determinar que el hecho ilícito sucedió.

b) Aquellos que no sean instrumento, objeto o producto del 
delito, pero que hayan sido utilizados o destinados a ocultar o 
mezclar bienes producto del delito, siempre y cuando se reúnan 
los extremos del inciso anterior.

c) Aquellos que estén siendo utilizados para la comisión de 
delitos por un tercero, si su dueño tuvo conocimiento de ello y no 
lo notificó a la autoridad o hizo algo para impedirlo.

d) Aquellos que estén intitulados a nombre de terceros, pero 
existan suficientes elementos para determinar que son producto 
de delitos patrimoniales o de delincuencia organizada, y el acu-
sado por estos delitos se comporte como dueño.
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III. Toda persona que se considere afectada podrá interponer los recur-
sos respectivos para demostrar la procedencia lícita de los bienes y su actua-
ción de buena fe, así como que estaba impedida para conocer la utilización 
ilícita de sus bienes.

Sección Segunda 
De los Organismos Protectores, Garantes 

y Promotores de erechos Humanos

Artículo 10.

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos tendrá un Consejo 
Consultivo integrado por diez consejeros que serán electos por el voto de las 
dos terceras partes de los miembros presentes de la Cámara de Senadores 
o, en sus recesos, por la Comisión Permanente del Congreso de la Unión, 
con la misma votación calificada. La ley determinará los procedimientos a 
seguir para la presentación de las propuestas por la propia Cámara. Anual-
mente serán sustituidos los dos consejeros de mayor antigüedad en el cargo, 
salvo que fuesen propuestos y ratificados para un segundo periodo.

El Presidente de la Comisión, quien lo será también del Consejo Con-
sultivo, será electo en los mismos términos del párrafo anterior. Durará en 
su encargo cinco años, podrá ser reelecto por una sola vez y sólo podrá ser 
removido de sus funciones en los términos del Título Cuarto de la Consti-
tución.

La elección del Presidente de la Comisión y de los integrantes del Con-
sejo Consultivo se ajustará a un procedimiento de consulta pública, que 
deberá ser transparente, en los términos y condiciones que determine la ley.

Artículo 11.

A. Para los efectos de la evaluación del desempeño y de los resultados 
del sistema educativo nacional en la educación preescolar, primaria, secun-
daria y media superior, el Instituto Nacional para la Evaluación de la Edu-
cación deberá:

I. Diseñar y realizar las mediciones que correspondan a compo-
nentes, procesos y resultados del sistema;

II. Expedir los lineamientos a los que se sujetarán las autorida-
des educativas federal y locales para llevar a cabo las funciones de 
evaluación que les corresponden, y
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III. Generar y difundir información y, con base en ésta, emitir 
directrices que sean relevantes para el mejoramiento de la calidad y 
la equidad de la educación, a fin de que ésta sea un factor esencial de 
igualdad social.

B. La Junta de Gobierno será el órgano de dirección del Instituto y 
estará compuesta por cinco integrantes. El Ejecutivo Federal someterá una 
terna a consideración de la Cámara de Senadores, la cual, previa compare-
cencia de las personas propuestas, designará al integrante que deba cubrir 
la vacante. La designación se hará por el voto de las dos terceras partes de 
los integrantes de la Cámara de Senadores presentes o, durante los recesos 
de ésta, de la Comisión Permanente, dentro del improrrogable plazo de 
treinta días. Si la Cámara de Senadores no resolviere dentro de dicho plazo, 
ocupará el cargo de integrante de la Junta de Gobierno aquel que, dentro 
de dicha terna, designe el Ejecutivo Federal.

Si la Cámara de Senadores rechaza la totalidad de la terna propuesta, el 
Ejecutivo Federal someterá una nueva, en los términos del párrafo anterior. 
Si esta segunda terna fuera rechazada también, ocupará el cargo la persona 
que dentro de dicha terna designe el Ejecutivo Federal.

Los integrantes de la Junta de Gobierno del Instituto Nacional para la 
Evaluación de la Educación deberán ser personas con capacidad y expe-
riencia en las materias de la competencia del Instituto y cumplir los requi-
sitos que establezca la ley; desempeñarán su encargo por periodos de siete 
años en forma escalonada y podrán ser reelectos por una sola ocasión, pero 
no durarán en su encargo más de catorce años. En caso de falta absoluta de 
alguno de ellos, el sustituto será nombrado para concluir el periodo respecti-
vo. Sólo podrán ser removidos por causa grave en los términos del Título IV 
de la Constitución y no podrán tener ningún otro empleo, cargo o comisión, 
con excepción de aquellos en que actúen en representación del Instituto y 
de los no remunerados en actividades docentes, científicas, culturales o de 
beneficencia.

La Junta de Gobierno nombrará, con al menos tres votos, a su presiden-
te, quien desempeñará dicho cargo por el tiempo que fije la ley.

C. La ley establecerá las reglas para la organización y funcionamiento 
del Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación, el cual regirá 
sus actividades con apego a los principios de independencia, transparencia, 
objetividad, pertinencia, diversidad e inclusión.

La ley establecerá los mecanismos y acciones necesarios que permitan 
al Instituto y a las autoridades educativas federal y locales una eficaz co-
laboración y coordinación para el mejor cumplimiento de sus respectivas 
funciones.
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Instituto de Investigaciones Jurídicas
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Artículo 12.

A. El Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Protección de Datos Personales se regirá por la ley en materia de 
transparencia y acceso a la información pública y protección de datos per-
sonales en posesión de sujetos obligados, en los términos de la ley general 
que emita el Congreso de la Unión para establecer las bases, principios ge-
nerales y procedimientos del ejercicio de este derecho. La ley determinará 
aquella información que se considere reservada o confidencial.

B. El Instituto se integrará por siete comisionados. Para su nombra-
miento, la Cámara de Senadores, previa realización de una amplia consulta 
a la sociedad, a propuesta de los grupos parlamentarios y con el voto de las 
dos terceras partes de los miembros presentes, nombrará al comisionado 
que deba cubrir la vacante, siguiendo el proceso establecido en la ley. El 
nombramiento podrá ser objetado por el Presidente de la República en un 
plazo de diez días hábiles; de no hacerlo, ocupará el cargo de comisionado 
la persona nombrada por el Senado de la República.

En el caso de que el Presidente de la República objete el nombramien-
to, la Cámara de Senadores hará uno nuevo en los términos del párrafo 
anterior, pero con votación de las tres quintas partes de los miembros pre-
sentes. Si este segundo nombramiento también fuera objetado, la Cámara 
de Senadores, en los términos del párrafo anterior y con la votación de las 
tres quintas partes de los miembros presentes, designará al comisionado que 
ocupará la vacante. En la conformación del Instituto se procurará la equi-
dad de género.

Los comisionados durarán en su encargo siete años y deberán cumplir 
con los requisitos previstos en las fracciones I, II, IV, V y VI del artículo 96 
de la Constitución; no podrán tener otro empleo, cargo o comisión, con 
excepción de los no remunerados en instituciones docentes, científicas o de 
beneficencia; serán sujetos de juicio político y sólo podrán ser removidos 
de su cargo en los términos del Título Cuarto de la Constitución.

El comisionado presidente será designado mediante voto secreto por los 
propios comisionados por un periodo de tres años, con posibilidad de ser re-
electo por un periodo igual; estará obligado a rendir un informe anual ante 
el Senado, en la fecha y en los términos que disponga la ley.

C. El Instituto tendrá un Consejo Consultivo, integrado por diez conse-
jeros, que serán electos por el voto de las dos terceras partes de los miembros 
presentes de la Cámara de Senadores. La ley determinará los procedimien-
tos a seguir para la presentación de las propuestas por la propia Cámara. 
Anualmente serán sustituidos los dos consejeros de mayor antigüedad en el 
cargo, salvo que fuesen propuestos y ratificados para un segundo periodo.

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 2015. Universidad Nacional Autónoma de México, 
Instituto de Investigaciones Jurídicas
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D. El Instituto coordinará sus acciones con la Auditoría Superior de 
la Federación, con la entidad especializada en materia de archivos y con el 
Instituto Nacional de Estadística y Geografía, así como con los organismos 
garantes de los Estados y el Distrito Federal, con el objeto de fortalecer la 
rendición de cuentas del Estado Mexicano.

Artículo 13.

El Sistema Público de Radiodifusión del Estado Mexicano contará con 
un Consejo Ciudadano con el objeto de asegurar su independencia y una 
política editorial imparcial y objetiva. Estará integrado por nueve conse-
jeros honorarios que serán electos mediante una amplia consulta pública 
por el voto de dos terceras partes de los miembros presentes de la Cámara 
de Senadores o, en sus recesos, de la Comisión Permanente. Los conseje-
ros desempeñarán su encargo en forma escalonada, por lo que anualmente 
serán sustituidos los dos de mayor antigüedad en el cargo, salvo que fuesen 
ratificados por el Senado para un segundo periodo.

El Presidente del Sistema será designado, a propuesta del Ejecutivo Fe-
deral, con el voto de dos terceras partes de los miembros presentes de la 
Cámara de Senadores o, en sus recesos, de la Comisión Permanente; durará 
en su encargo cinco años, podrá ser designado para un nuevo periodo por 
una sola vez, y sólo podrá ser removido por el Senado mediante la misma 
mayoría.

S Tercera 
Del Régimen Económico y Social 
y de la Planeación Democrática

Artículo 14.

En ningún caso las sociedades las sociedades mercantiles por acciones 
podrán tener en propiedad tierras dedicadas a actividades agrícolas, gana-
deras o forestales en mayor extensión que la respectiva equivalente a veinti-
cinco veces los límites señalados en los siguientes párrafos. La ley reglamen-
taria regulará la estructura de capital y el número mínimo de socios de estas 
sociedades, a efecto de que las tierras propiedad de la sociedad no excedan 
en relación con cada socio los límites de la pequeña propiedad. En este caso, 
toda propiedad accionaria individual, correspondiente a terrenos rústicos, 
será acumulable para efectos de cómputo. Asimismo, la ley señalará las con-
diciones para la participación extranjera en dichas sociedades. La propia ley 
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establecerá los medios de registro y control necesarios para el cumplimiento 
de lo dispuesto por este párrafo.

Se considera pequeña propiedad agrícola la que no exceda por indivi-
duo de cien hectáreas de riego o humedad de primera o sus equivalentes en 
otras clases de tierras. Para los efectos de la equivalencia se computará una 
hectárea de riego por dos de temporal, por cuatro de agostadero de buena 
calidad y por ocho de bosque, monte o agostadero en terrenos áridos.

Se considerará, asimismo, como pequeña propiedad, la superficie que 
no exceda por individuo de ciento cincuenta hectáreas cuando las tierras 
se dediquen al cultivo de algodón, si reciben riego; y de trescientas, cuan-
do se destinen al cultivo del plátano, caña de azúcar, café, henequén, hule, 
palma, vid, olivo, quina, vainilla, cacao, agave, nopal o árboles frutales.

Se considerará pequeña propiedad ganadera la que no exceda por in-
dividuo la superficie necesaria para mantener hasta quinientas cabezas de 
ganado mayor o su equivalente en ganado menor, en los términos que fije la 
ley, de acuerdo con la capacidad forrajera de los terrenos.

Artículo 15.

La ley, considerando el respeto y fortalecimiento de la vida comunitaria 
de los ejidos y comunidades, protegerá la tierra para el asentamiento huma-
no y regulará el aprovechamiento de tierras, bosques y aguas de uso común 
y la provisión de acciones de fomento necesarias para elevar el nivel de vida 
de sus pobladores.

La ley, con respeto a la voluntad de los ejidatarios y comuneros para 
adoptar las condiciones que más les convengan en el aprovechamiento de 
sus recursos productivos, regulará el ejercicio de los derechos de los comu-
neros sobre la tierra y de cada ejidatario sobre su parcela. Asimismo esta-
blecerá los procedimientos por los cuales ejidatarios y comuneros podrán 
asociarse entre sí, con el Estado o con terceros y otorgar el uso de sus tie-
rras; y, tratándose de ejidatarios, transmitir sus derechos parcelarios entre 
los miembros del núcleo de población; igualmente fijará los requisitos y pro-
cedimientos conforme a los cuales la asamblea ejidal otorgará al ejidatario 
el dominio sobre su parcela. En caso de enajenación de parcelas se respe-
tará el derecho de preferencia que prevea la ley.

Dentro de un mismo núcleo de población, ningún ejidatario podrá ser 
titular de más tierra que la equivalente al 5 por ciento del total de las tierras 
ejidales. En todo caso, la titularidad de tierras en favor de un solo ejidatario 
deberá ajustarse a los límites señalados en el artículo anterior.

La asamblea general es el órgano supremo del núcleo de población eji-
dal o comunal, con la organización y funciones que la ley señale. El comisa-
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riado ejidal o de bienes comunales, electo democráticamente en los térmi-
nos de la ley, es el órgano de representación del núcleo y el responsable de 
ejecutar las resoluciones de la asamblea.

Artículo 16.

La conducción del Banco de México estará a cargo de personas cuya 
designación será hecha por el Presidente de la República con la aprobación 
de la Cámara de Senadores o de la Comisión Permanente, en su caso; des-
empeñarán su encargo por periodos cuya duración y escalonamiento pro-
vean al ejercicio autónomo de sus funciones; sólo podrán ser removidas por 
causa grave y no podrán tener ningún otro empleo, cargo o comisión, con 
excepción de aquellos en que actúen en representación del Banco y de los 
no remunerados en asociaciones docentes, científicas, culturales o de bene-
ficencia. Las personas encargadas de la conducción del Banco de México 
podrán ser sujetos de juicio político conforme a lo dispuesto por el artículo 
111 de la Constitución.

Artículo 17.

A. La Comisión Federal de Competencia Económica y el Instituto Fe-
deral de Telecomunicaciones serán independientes en sus decisiones y fun-
cionamiento, profesionales en su desempeño e imparciales en sus actuacio-
nes, y se regirán conforme a lo siguiente:

I. Dictarán sus resoluciones con plena independencia;
II. Ejercerán su presupuesto de forma autónoma.
La Cámara de Diputados garantizará la suficiencia presupuestal, 

a fin de permitirles el ejercicio eficaz y oportuno de sus competencias;
III. Expedirán por mayoría calificada su propio estatuto orgá-

nico;
IV. Podrán emitir disposiciones administrativas de carácter gene-

ral exclusivamente para el cumplimiento de su función regulatoria en 
el sector de su competencia;

V. Las leyes garantizarán, dentro de cada organismo, la separa-
ción entre la autoridad que conoce de la etapa de investigación y la 
que resuelve en los procedimientos que se sustancien en forma de 
juicio;

V . Los órganos de gobierno deliberarán en forma colegiada y 
decidirán los asuntos por mayoría de votos; sus sesiones, acuerdos 
y resoluciones serán de carácter público, con las excepciones que 
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determine la ley; deberán cumplir, asimismo, con los principios de 
transparencia y acceso a la información;

VII. Sus normas generales, actos u omisiones podrán ser impug-
nados únicamente mediante el juicio de amparo indirecto y no serán 
objeto de suspensión.

Solamente en los casos en que la Comisión Federal imponga 
multas o la desincorporación de activos, derechos, partes sociales o 
acciones, estas medidas se ejecutarán hasta que se resuelva el juicio 
de amparo que, en su caso, se promueva.

Cuando se trate de resoluciones emanadas de un procedimien-
to seguido en forma de juicio, sólo podrá impugnarse la que ponga 
fin al mismo por violaciones cometidas en la resolución o durante 
el procedimiento; las normas generales aplicadas durante el proce-
dimiento sólo podrán reclamarse en el amparo promovido contra 
la resolución referida. Los juicios de amparo serán sustanciados por 
jueces y tribunales especializados en los términos del artículo 95 de 
la Constitución. En ningún caso se admitirán recursos ordinarios o 
constitucionales contra actos intraprocesales;

VIII. Sus titulares presentarán anualmente un programa de tra-
bajo y trimestralmente un informe de actividades a los Poderes Eje-
cutivo y Legislativo de la Unión; comparecerán ante la Cámara de 
Senadores anualmente y ante las Cámaras del Congreso en términos 
del artículo 93 de la Constitución. El Ejecutivo Federal podrá soli-
citar a cualquiera de las Cámaras la comparecencia de los titulares 
ante éstas;

IX. Las leyes promoverán para estos órganos la transparencia 
gubernamental bajo principios de gobierno digital y datos abiertos;

X. Los comisionados podrán ser removidos de su cargo por las 
dos terceras partes de los miembros presentes del Senado de la Repú-
blica, por falta grave en el ejercicio de sus funciones, en los términos 
que disponga la ley, y

XII. Cada órgano contará con un órgano interno de control, 
cuyo titular será designado por las dos terceras partes de los miem-
bros presentes de la Cámara de Diputados, en los términos que dis-
ponga la ley.

B. Los órganos de gobierno, tanto de la Comisión como del Instituto, 
se integrarán por siete comisionados, incluyendo el comisionado presidente, 
designados en forma escalonada a propuesta del Ejecutivo Federal con la 
ratificación del Senado.
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El presidente de cada uno de los órganos será nombrado de entre los 
comisionados por la Cámara de Senadores, con el voto de las dos terceras 
partes de los miembros presentes, por un periodo de cuatro años, renovable 
por una sola ocasión. Cuando la designación recaiga en un comisionado 
que concluya su encargo antes de dicho periodo, desempeñará la presiden-
cia sólo por el tiempo que falte para concluir su encargo como comisionado.

Los comisionados deberán cumplir los siguientes requisitos:

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento y estar en pleno goce 
de sus derechos civiles y políticos;

II. Ser mayor de treinta y cinco años;
III. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por 

delito doloso que amerite pena de prisión por más de un año;
IV. Poseer título profesional;
V. Haberse desempeñado en forma destacada, cuando menos 

durante tres años, en actividades profesionales, de servicio público o 
académicas sustancialmente relacionadas con materias afines a las de 
competencia económica, radiodifusión o telecomunicaciones, según 
corresponda;

V . Acreditar, en los términos de este precepto, los conocimien-
tos técnicos necesarios para el ejercicio del cargo;

VII. No haber sido Secretario de Estado, Fiscal General de la 
República, senador, diputado federal o local, gobernador de algún 
Estado o Jefe de Gobierno del Distrito Federal, durante el año previo 
a su nombramiento, y

VIII. No haber ocupado, en los últimos tres años, ningún em-
pleo, cargo o función directiva en las empresas que hayan estado su-
jetas a alguno de los procedimientos sancionatorios que sustancia la 
Comisión, o en las de los concesionarios comerciales o privados, o de 
las entidades a ellos relacionadas, sujetas a la regulación del Instituto.

Los comisionados se abstendrán de desempeñar cualquier otro empleo, 
trabajo o comisión públicos o privados, con excepción de los cargos docen-
tes; estarán impedidos para conocer asuntos en que tengan interés directo 
o indirecto, en los términos que la ley determine, y serán sujetos de juicio 
político y del régimen de responsabilidades del Título Cuarto de la Consti-
tución. La ley regulará las modalidades conforme a las cuales los comisiona-
dos podrán establecer contacto para tratar asuntos de su competencia con 
personas que representen los intereses de los agentes económicos regulados.

Los comisionados durarán en su encargo nueve años y por ningún mo-
tivo podrán desempeñarlo nuevamente. En caso de falta absoluta de algún 
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comisionado, se procederá a la designación correspondiente a través del 
procedimiento previsto en este artículo y a fin de que el sustituto concluya 
el periodo respectivo.

Los aspirantes a ser designados como comisionados acreditarán el cum-
plimiento de los requisitos señalados en las fracciones anteriores, ante un 
Comité de Evaluación integrado por los titulares del Banco de México, el 
Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación y el Instituto Nacio-
nal de Estadística y Geografía. El Comité se instalará y sesionará siempre 
que haya una vacante de comisionado; decidirá por mayoría de votos y será 
presidido por el titular con mayor antigüedad en el cargo, quien tendrá voto 
de calidad.

El Comité emitirá una convocatoria pública para cubrir la vacante y 
aplicará un examen de conocimientos en la materia a los aspirantes que 
cumplan con los requisitos de que habla este artículo. Para la formulación 
del examen, el Comité deberá considerar la opinión de cuando menos dos 
instituciones de educación superior y seguirá las mejores prácticas en la 
materia. El procedimiento deberá observar los principios de transparencia, 
publicidad y máxima concurrencia.

Por cada vacante, el Comité enviará al Ejecutivo una lista con un mí-
nimo de tres y un máximo de cinco aspirantes, de entre los que hubieran 
obtenido las calificaciones aprobatorias más altas; de no completarse el nú-
mero mínimo de aspirantes, se emitirá una nueva convocatoria. El Ejecutivo 
seleccionará de la lista al candidato que propondrá para su ratificación al 
Senado.

La ratificación se hará por el voto de las dos terceras partes de los miem-
bros del Senado presentes, dentro del plazo improrrogable de treinta días 
naturales a partir de la presentación de la propuesta; en los recesos, la Co-
misión Permanente convocará desde luego al Senado. En caso de que la 
Cámara de Senadores rechace al candidato propuesto por el Ejecutivo, el 
Presidente de la República someterá una nueva propuesta en los términos 
del párrafo anterior. Este procedimiento se repetirá las veces que sea ne-
cesario si se producen nuevos rechazos hasta que sólo quede un aspirante 
aprobado por el Comité de Evaluación, quien será designado comisionado 
directamente por el Ejecutivo.

Todos los actos del proceso de selección y designación de los comisio-
nados son inatacables.

C. El Instituto Federal de Telecomunicaciones observará, además de lo 
dispuesto en el apartado B del artículo 30 de la Constitución, las siguiente 
disposiciones:
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I. En materia de competencia en los sectores de radiodifusión y 
telecomunicaciones, regulará de forma asimétrica a los participantes 
en estos mercados con el objeto de eliminar eficazmente las barreras 
a la competencia y la libre concurrencia; impondrá límites a la con-
centración nacional y regional de frecuencias, al concesionamiento y 
a la propiedad cruzada que controle varios medios de comunicación 
que sean concesionarios de radiodifusión y telecomunicaciones que 
sirvan a un mismo mercado o zona de cobertura geográfica, y or-
denará la desincorporación de activos, derechos o partes necesarias 
para asegurar el cumplimiento de estos límites, garantizando lo dis-
puesto en el artículo 7º de la Constitución;

II. En materia de otorgamiento, revocación, así como autori-
zación de cesiones o cambios de control accionario, titularidad u 
operación de sociedades relacionadas con concesiones en materia de 
radiodifusión y telecomunicaciones, notificará, previamente a su de-
terminación, al Secretario del ramo, quien podrá emitir una opinión 
técnica. Las concesiones podrán ser para uso comercial, público, pri-
vado y social que incluyen las comunitarias y las indígenas, las que se 
sujetarán, de acuerdo con sus fines, a los principios establecidos en 
los artículos 2º, 3º y 7º de la Constitución.

El Instituto fijará el monto de las contraprestaciones por el otor-
gamiento de las concesiones, así como por la autorización de servi-
cios vinculados a éstas, previa opinión de la autoridad hacendaria. 
Las opiniones a que se refieren este párrafo y el anterior no serán 
vinculantes y deberán emitirse en un plazo no mayor de treinta días; 
transcurrido dicho plazo sin que se emitan, el Instituto continuará los 
trámites correspondientes;

III. Las licitaciones para el otorgamiento de concesiones del es-
pectro radioeléctrico tendrán por fin asegurar la máxima concurren-
cia, previniendo fenómenos de concentración que contraríen el inte-
rés público y asegurando el menor precio de los servicios al usuario 
final; en ningún caso el factor determinante para definir al ganador 
de la licitación será meramente económico.

Las concesiones para uso público y social serán sin fines de lucro 
y se otorgarán bajo el mecanismo de asignación directa conforme a 
lo previsto por la ley y en condiciones que garanticen la transparen-
cia del procedimiento.

El Instituto llevará un registro público de concesiones;
IV. Las causales de revocación del título de concesión incluirán, 

entre otras, el incumplimiento de las resoluciones que hayan queda-
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Instituto de Investigaciones Jurídicas
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do firmes en casos de conductas vinculadas con prácticas monopó-
licas.

En la revocación de las concesiones, el Instituto dará aviso previo 
al Ejecutivo Federal a fin de que éste ejerza, en su caso, las atribu-
ciones necesarias que garanticen la continuidad en la prestación del 
servicio.

Artículo 18.

El Instituto Nacional de Estadística y Geografía tendrá una Junta de 
Gobierno integrada por cinco miembros, uno de los cuales fungirá como 
presidente de ésta y del propio organismo; serán designados por el Presiden-
te de la República con la aprobación de la Cámara de Senadores o, en sus 
recesos, por la Comisión Permanente del Congreso de la Unión.

La ley establecerá los requisitos que deberán cumplir los miembros de 
la Junta de Gobierno, así como la duración y escalonamiento de su encargo. 
Sus miembros sólo podrán ser removidos por causa grave y no podrán tener 
ningún otro empleo, cargo o comisión, con excepción de los no remunerados 
en instituciones docentes, científicas, culturales o de beneficencia; y estarán 
sujetos a lo dispuesto por el Título Cuarto de la Constitución.

Artículo 19.

El Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social 
estará integrado por un presidente y seis consejeros que deberán ser ciuda-
danos mexicanos de reconocido prestigio en los sectores privado y social, así 
como en los ámbitos académico y profesional; tener experiencia mínima de 
diez años en materia de desarrollo social, y no pertenecer a ningún partido 
político o haber sido candidato a ocupar un cargo público de elección popu-
lar. Serán nombrados, conforme al procedimiento que determine la ley, por 
el voto de las dos terceras partes de los miembros presentes de la Cámara 
de Diputados. El nombramiento podrá ser objetado por el Presidente de la 
República en un plazo de diez días hábiles y, si no lo hiciere, ocupará el car-
go de consejero la persona nombrada por la Cámara de Diputados. Cada 
cuatro años serán sustituidos los dos consejeros de mayor antigüedad en el 
cargo, salvo que fuesen propuestos y ratificados para un segundo periodo.

El Presidente del Consejo será electo en los mismos términos del pá-
rrafo anterior. Durará en su encargo cinco años, podrá ser reelecto por una 
sola vez y sólo podrá ser removido de sus funciones en los términos del Tí-
tulo Cuarto de la Constitución.
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Sección Cuarta 
De la Seguridad Pública

Artículo 20.

El Sistema Nacional de Seguridad Pública estará sujeto a las siguientes 
bases mínimas:

I. La regulación de la selección, ingreso, formación, permanen-
cia, evaluación, reconocimiento y certificación de los integrantes de las 
instituciones de seguridad pública. La operación y desarrollo de estas 
acciones será competencia de la Federación, el Distrito Federal, los 
Estados y los Municipios en el ámbito de sus respectivas atribucio-
nes;

II. El establecimiento de las bases de datos criminalísticos y de 
personal para las instituciones de seguridad pública.

Ninguna persona podrá ingresar a las instituciones de seguridad 
pública si no ha sido debidamente certificada y registrada en el sis-
tema;

III. La formulación de políticas públicas tendientes a prevenir la 
comisión de delitos;

IV. La participación de la comunidad, la que coadyuvará, entre 
otros, en los procesos de evaluación de las políticas de prevención del 
delito así como de las instituciones de seguridad pública, y

V. Los fondos de ayuda federal para la seguridad pública, a ni-
vel nacional serán aportados a las entidades federativas y municipios 
para ser destinados exclusivamente a estos fines.

L Segundo

Sección Única 
De las Elecciones

Artículo 1º

La duración de las campañas en el año de elecciones para Presidente 
de la República, senadores y diputados federales, será de noventa días; en el 
año en que sólo se elijan diputados federales, las campañas durarán sesenta 
días. En ningún caso las precampañas excederán las dos terceras partes del 
tiempo previsto para las campañas electorales.
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La violación a estas disposiciones por los partidos o cualquier otra per-
sona física o moral será sancionada conforme a la ley.

Artículo 2º

A. El Instituto Nacional Electoral administrará el tiempo que corres-
ponda al Estado en radio y televisión destinado a sus propios fines y al ejer-
cicio del derecho de los partidos políticos nacionales, de acuerdo con las 
siguientes disposiciones y lo que establezcan las leyes:

I. A partir del inicio de las precampañas y hasta el día de la jor-
nada electoral quedarán a disposición del Instituto cuarenta y ocho 
minutos diarios, que serán distribuidos en dos y hasta tres minutos 
por cada hora de transmisión en cada estación de radio y canal de 
televisión, en el horario referido en la fracción IV de este artículo.

En el periodo comprendido entre el fin de las precampañas y 
el inicio de las campañas, el cincuenta por ciento de los tiempos en 
radio y televisión se destinará a los fines propios de las autoridades 
electorales, y el resto a la difusión de mensajes genéricos de los parti-
dos políticos, conforme a lo que establezca la ley;

II. Durante sus precampañas, los partidos políticos dispondrán 
en conjunto de un minuto por cada hora de transmisión en cada es-
tación de radio y canal de televisión; el tiempo restante se utilizará 
conforme a lo que determine la ley;

. Durante las campañas electorales deberá destinarse para cu-
brir el derecho de los partidos políticos y los candidatos al menos el 
ochenta y cinco por ciento del tiempo total disponible a que se refiere 
la fracción I de este artículo;

IV. Las transmisiones en cada estación de radio y canal de televi-
sión se distribuirán dentro del horario de programación comprendi-
do entre las seis y las veinticuatro horas;

V. El tiempo establecido como derecho de los partidos políticos 
y, en su caso, de los candidatos independientes, se distribuirá entre 
los mismos conforme a lo siguiente: el setenta por ciento será distri-
buido entre los partidos políticos de acuerdo a los resultados de la 
elección para diputados federales inmediata anterior y el treinta por 
ciento restante será dividido en partes iguales, de las cuales, hasta 
una de ellas podrá ser asignada a los candidatos independientes en 
su conjunto;

VI. A cada partido político nacional sin representación en el 
Congreso de la Unión se le asignará para radio y televisión solamen-
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te la parte correspondiente al porcentaje igualitario establecido en el 
inciso anterior, y

VII. Con independencia de lo dispuesto en este apartado y el 
siguiente, y fuera de los periodos de precampañas y campañas elec-
torales federales, al Instituto le será asignado hasta el doce por cien-
to del tiempo total de que el Estado disponga en radio y televisión, 
conforme a las leyes y bajo cualquier modalidad; del total asignado, 
el Instituto distribuirá entre los partidos políticos nacionales en for-
ma igualitaria un cincuenta por ciento; el tiempo restante lo utilizará 
para fines propios o de otras autoridades electorales, tanto federa-
les como de las entidades federativas. Cada partido político nacional 
utilizará el tiempo que por este concepto le corresponda en los for-
matos que establezca la ley. En todo caso, las transmisiones a que se 
refiere esta fracción se harán en el horario que determine el Instituto 
conforme a lo señalado en la fracción IV del presente apartado. En 
situaciones especiales, el Instituto podrá disponer de los tiempos co-
rrespondientes a mensajes partidistas a favor de un partido político, 
cuando así se justifique.

Los partidos políticos y los candidatos en ningún momento podrán con-
tratar o adquirir, por sí o por terceras personas, tiempos en cualquier moda-
lidad de radio y televisión.

Ninguna otra persona física o moral, sea a título propio o por cuenta de 
terceros, podrá contratar propaganda en radio y televisión dirigida a influir 
en las preferencias electorales de los ciudadanos, ni a favor o en contra de 
partidos políticos o de candidatos a cargos de elección popular. Queda pro-
hibida la transmisión en territorio nacional de este tipo de mensajes contra-
tados en el extranjero.

Las disposiciones contenidas en los dos párrafos anteriores deberán ser 
cumplidas en el ámbito de los Estados y el Distrito Federal conforme a la 
legislación aplicable.

B. Para fines electorales en las entidades federativas, el Instituto admi-
nistrará los tiempos que correspondan al Estado en radio y televisión en las 
estaciones y canales de cobertura en la entidad de que se trate, conforme a 
las siguientes disposiciones y lo que determine la ley:

I. Para los casos de los procesos electorales locales con jornadas 
comiciales coincidentes con la federal, el tiempo asignado en cada 
entidad federativa estará comprendido dentro del total disponible 
conforme a las fracciones I, II y III del apartado anterior;
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II. Para los demás procesos electorales, la asignación se hará en 
los términos de la ley, conforme a los criterios de este apartado, y

III. La distribución de los tiempos entre los partidos políticos, 
incluyendo a los de registro local, y los candidatos independientes se 
realizará de acuerdo con los criterios señalados en el apartado ante-
rior y lo que determine la legislación aplicable.

Cuando a juicio del Instituto Nacional Electoral el tiempo total en radio 
y televisión a que se refieren este apartado y el anterior fuese insuficiente 
para sus propios fines, los de otras autoridades electorales o para los can-
didatos independientes, determinará lo conducente para cubrir el tiempo 
faltante, conforme a las facultades que la ley le confiera.

Artículo 3º

El consejero presidente y los consejeros electorales del Instituto Nacio-
nal Electoral durarán en su cargo nueve años y no podrán ser reelectos. Se-
rán electos por el voto de las dos terceras partes de los miembros presentes 
de la Cámara de Diputados, mediante el siguiente procedimiento:

. La Cámara emitirá el acuerdo para la elección del consejero 
presidente y los consejeros electorales, que contendrá la convocato-
ria pública, las etapas completas para el procedimiento, sus fechas 
límite y plazos improrrogables, así como el proceso para la designa-
ción de un comité técnico de evaluación, integrado por siete perso-
nas de reconocido prestigio, de las cuales tres serán nombradas por 
el órgano de dirección política de la Cámara, dos por la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos y dos por el Instituto Nacional 
de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos 
Personales;

II. El comité recibirá la lista completa de los aspirantes que con-
curran a la convocatoria pública, evaluará el cumplimiento de los 
requisitos constitucionales y legales, así como su idoneidad para des-
empeñar el cargo; seleccionará a los mejor evaluados en una propor-
ción de cinco personas por cada cargo vacante, y remitirá la relación 
correspondiente al órgano de dirección política de la Cámara;

III. El órgano de dirección política de la Cámara impulsará la 
construcción de los acuerdos para la elección del consejero presiden-
te y los consejeros electorales, a fin de que una vez realizada la vota-
ción por ese órgano en los términos de la ley, se remita al Pleno de la 
Cámara la propuesta con las designaciones correspondientes;
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IV. Vencido el plazo que para el efecto se establezca en el acuer-
do a que se refiere la fracción I, sin que el órgano de dirección polí-
tica de la Cámara haya realizado la votación o la remisión previstas 
en la fracción anterior, o habiéndolo hecho, no se alcance la votación 
requerida en el Pleno, se deberá convocar a éste a una sesión en la 
que se realizará la elección mediante insaculación de la lista confor-
mada por el comité de evaluación;

V. Al vencimiento del plazo fijado en el acuerdo referido en la 
fracción I, sin que se hubiere concretado la elección en los términos 
de las fracciones III y IV, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación realizará, en sesión pública, la designación mediante insa-
culación de la lista conformada por el comité de evaluación.

De darse la falta absoluta del consejero presidente o de cualquiera de 
los consejeros electorales durante los primeros seis años de su encargo, se 
elegirá un sustituto para concluir el periodo de la vacante. Si la falta ocurrie-
se dentro de los últimos tres años, se elegirá a un consejero para un nuevo 
periodo.

El consejero presidente y los consejeros electorales no podrán tener otro 
empleo, cargo o comisión, con excepción de aquellos en que actúen en re-
presentación del Consejo General y los no remunerados que desempeñen 
en asociaciones docentes, científicas, culturales, de investigación o de bene-
ficencia.

El titular del órgano interno de control será designado por la Cámara 
de Diputados con el voto de las dos terceras partes de sus miembros presen-
tes a propuesta de instituciones públicas de educación superior, en la forma 
y términos que determine la ley. Durará seis años en el cargo y podrá ser 
reelecto por una sola vez. Estará adscrito administrativamente a la presi-
dencia del Consejo General y mantendrá la coordinación técnica necesaria 
con la Auditoría Superior de la Federación.

El Secretario Ejecutivo será nombrado con el voto de las dos terceras 
partes del Consejo General a propuesta de su presidente.

La ley establecerá los requisitos que deberán reunir para su designación 
el consejero presidente del Consejo General, los consejeros electorales, el 
titular del órgano interno de control y el Secretario Ejecutivo del Institu-
to Nacional Electoral. Quienes hayan fungido como consejero presidente, 
consejeros electorales y Secretario Ejecutivo no podrán desempeñar cargos 
en los poderes públicos en cuya elección hayan participado, de dirigencia 
partidista, ni ser postulados a cargos de elección popular, durante los dos 
años siguientes a la fecha de conclusión de su encargo.

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 2015. Universidad Nacional Autónoma de México, 
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Los consejeros del Poder Legislativo serán propuestos por los grupos 
parlamentarios con afiliación de partido en alguna de las Cámaras. Sólo 
habrá un consejero por cada grupo parlamentario, no obstante su reconoci-
miento en ambas Cámaras del Congreso de la Unión.

Artículo 4º

El financiamiento público para los partidos políticos que mantengan su 
registro después de cada elección se otorgará conforme a lo siguiente y a lo 
que disponga la ley:

I. El financiamiento para el sostenimiento de sus actividades or-
dinarias permanentes se fijará anualmente, multiplicando el número 
total de ciudadanos inscritos en el padrón electoral por el sesenta y 
cinco por ciento del salario mínimo diario vigente para el Distrito 
Federal.

El treinta por ciento de la cantidad que resulte de acuerdo a lo 
señalado anteriormente, se distribuirá entre los partidos políticos en 
forma igualitaria y el setenta por ciento restante de acuerdo con el 
porcentaje de votos que hubieren obtenido en la elección de diputa-
dos inmediata anterior;

II. El financiamiento para las actividades tendientes a la obten-
ción del voto durante el año en que se elijan Presidente de la Repú-
blica, senadores y diputados federales, equivaldrá al cincuenta por 
ciento del financiamiento público que le corresponda a cada partido 
político por actividades ordinarias en ese mismo año; cuando sólo se 
elijan diputados federales, equivaldrá al treinta por ciento de dicho 
financiamiento por actividades ordinarias;

III. El financiamiento para actividades específicas, relativas a 
la educación, capacitación, investigación socioeconómica y política, 
así como para las tareas editoriales, equivaldrá al tres por ciento del 
monto total del financiamiento público que corresponda en cada año 
por actividades ordinarias.

El treinta por ciento de la cantidad que resulte de acuerdo a lo 
señalado anteriormente se distribuirá entre los partidos políticos en 
forma igualitaria y el setenta por ciento restante de acuerdo con el 
porcentaje de votos que hubieren obtenido en la elección de diputa-
dos inmediata anterior.
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Libro Tercero

Sección Única 
De los Órganos del Poder

Artículo 1º

Para la elección de los doscientos diputados según el principio de repre-
sentación proporcional y el sistema de listas regionales, se constituirán cinco 
circunscripciones electorales plurinominales en el país. La asignación de 
diputados por este principio se sujetará a las bases siguientes:

. Un partido político, para obtener el registro de sus listas regio-
nales, deberá acreditar que participa con candidatos a diputados por 
mayoría relativa en por lo menos doscientos distritos uninominales;

II. Todo partido político que alcance por lo menos el tres por 
ciento del total de la votación válida emitida para las listas regionales 
de las circunscripciones plurinominales, tendrá derecho a que le sean 
atribuidos diputados según el principio de representación proporcio-
nal;

III. Al partido político que cumpla con las dos bases anteriores, 
independiente y adicionalmente a las constancias de mayoría relativa 
que hubiesen obtenido sus candidatos, le serán asignados por el prin-
cipio de representación proporcional, de acuerdo con su votación 
nacional emitida, el número de diputados de su lista regional que le 
corresponda en cada circunscripción plurinominal. En la asignación 
se seguirá el orden que tuviesen los candidatos en las listas corres-
pondientes;

IV. Ningún partido político podrá contar con más de trescientos 
diputados por ambos principios;

V. En los términos de lo establecido en las fracciones III y IV 
anteriores, así como en el párrafo segundo del artículo 54 de la 
Constitución, las diputaciones de representación proporcional que 
resten después de asignar las que correspondan al partido político 
que se halle en los supuestos de la fracción IV o del párrafo citado, 
se adjudicarán a los demás partidos políticos con derecho a ello en 
cada una de las circunscripciones plurinominales, en proporción 
directa con las respectivas votaciones nacionales efectivas de estos 
últimos. La ley electoral desarrollará las reglas y fórmulas para estos 
efectos.
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Artículo 2º

Para estos efectos de la integración de la Cámara de Senadores, los par-
tidos políticos deberán registrar una lista con dos fórmulas de candidatos. 
La senaduría de primera minoría le será asignada a la fórmula de candida-
tos que encabece la lista del partido político que, por sí mismo, haya ocupa-
do el segundo lugar en número de votos en la entidad de que se trate.

Artículo 3º

El Congreso de la Unión, a través de la comisión legislativa bicame-
ral competente, analizará la estrategia de ajuste para fortalecer las finanzas 
públicas de los Estados, planteada en los convenios que pretendan celebrar 
con el Gobierno Federal para obtener garantías y, en su caso, emitirá las 
observaciones que estime pertinentes en un plazo máximo de quince días 
hábiles, inclusive durante los períodos de receso del Congreso de la Unión. 
Lo anterior será aplicable a los Estados que tengan niveles elevados de deu-
da en los términos de la ley. Asimismo, de manera inmediata a la suscrip-
ción del convenio correspondiente, será informado de la estrategia de ajuste 
para los Municipios que se encuentren en el mismo supuesto, así como de 
los convenios que, en su caso, celebren los Estados que no tengan un nivel 
elevado de deuda.

Artículo 4º

Además de lo dispuesto en el artículo 79 de la Constitución, la Audito-
ría Superior de la Federación regirá su actuación por las siguientes disposi-
ciones:

I. La Auditoría Superior deberá entregar a la Cámara de Dipu-
tados el último día hábil de los meses de junio y octubre, así como 
el 20 de febrero del año siguiente al de la presentación de la Cuenta 
Pública, los informes individuales de auditoría que concluya durante 
el periodo respectivo. Asimismo, en esta última fecha, entregar el In-
forme General Ejecutivo del Resultado de la Fiscalización Superior 
de la Cuenta Pública, el cual se someterá a la consideración del Pleno 
de dicha Cámara. El Informe General Ejecutivo y los informes indi-
viduales serán de carácter público y tendrán el contenido que deter-
mine la ley; estos últimos incluirán como mínimo el dictamen de su 
revisión, un apartado específico con las observaciones de la Auditoría 
Superior, así como las justificaciones y aclaraciones que, en su caso, 
las entidades fiscalizadas hayan presentado sobre las mismas.
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Para tal efecto, de manera previa a la presentación del Informe 
General Ejecutivo y de los informes individuales de auditoría, se da-
rán a conocer a las entidades fiscalizadas la parte que les corresponda 
de los resultados de su revisión, a efecto de que éstas presenten las 
justificaciones y aclaraciones que correspondan, las cuales deberán 
ser valoradas por la Auditoría Superior para la elaboración de los 
informes individuales de auditoría.

El titular de la Auditoría Superior enviará a las entidades fisca-
lizadas los informes individuales de auditoría que les corresponda, a 
más tardar a los diez días hábiles posteriores a que haya sido entre-
gado el informe individual de auditoría respectivo a la Cámara de 
Diputados, mismos que contendrán las recomendaciones y acciones 
que correspondan para que, en un plazo de hasta treinta días hábiles, 
presenten la información y realicen las consideraciones que estimen 
pertinentes; en caso de no hacerlo se harán acreedores a las sanciones 
establecidas en ley. Lo anterior no será aplicable a las promociones 
de responsabilidades ante el Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa, las cuales se sujetarán a los procedimientos y términos que 
establezca la ley.

La Auditoría Superior deberá pronunciarse en un plazo de cien-
to veinte días hábiles sobre las respuestas emitidas por las entidades 
fiscalizadas, en caso de no hacerlo, se tendrán por atendidas las re-
comendaciones y acciones promovidas. En el caso de las recomenda-
ciones, las entidades fiscalizadas deberán precisar ante la Auditoría 
Superior las mejoras realizadas, las acciones emprendidas o, en su 
caso, justificar su improcedencia;

II. La Auditoría Superior deberá entregar a la Cámara de Di-
putados los días 1 de los meses de mayo y noviembre de cada año 
un informe sobre la situación que guardan las observaciones, reco-
mendaciones y acciones promovidas, correspondientes a cada uno 
de los informes individuales de auditoría que haya presentado en los 
términos de esta fracción. En dicho informe, el cual tendrá carácter 
público, la Auditoría Superior incluirá los montos efectivamente re-
sarcidos a la Hacienda Pública Federal o al patrimonio de los entes 
públicos federales, como consecuencia de sus acciones de fiscaliza-
ción, las denuncias penales presentadas y los procedimientos inicia-
dos ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa;

III. La Auditoría Superior podrá solicitar y revisar, de manera 
casuística y concreta, información de ejercicios anteriores al de la 
Cuenta Pública en revisión, sin que por este motivo se entienda, para 
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todos los efectos legales, abierta nuevamente la Cuenta Pública del 
ejercicio al que pertenece la información solicitada, exclusivamen-
te cuando el programa, proyecto o la erogación, contenidos en el 
presupuesto en revisión abarque para su ejecución y pago diversos 
ejercicios fiscales o se trate de revisiones sobre el cumplimiento de 
los objetivos de los programas federales. Las observaciones y reco-
mendaciones que, respectivamente, emita la Auditoría Superior sólo 
podrán referirse al ejercicio de los recursos públicos de la Cuenta 
Pública en revisión.

Sin perjuicio de lo previsto en el párrafo anterior, en las situa-
ciones que determine la ley, derivado de denuncias, previa autori-
zación de su titular, la Auditoría Superior podrá revisar durante el 
ejercicio fiscal en curso a las entidades fiscalizadas, así como respecto 
de ejercicios anteriores. Las entidades fiscalizadas proporcionarán la 
información que se solicite para la revisión, en los plazos y términos 
señalados por la ley y, en caso de incumplimiento, serán aplicables las 
sanciones previstas en la misma.

La Auditoría Superior deberá guardar reserva de sus actuaciones 
y observaciones hasta que rinda los informes individuales de audito-
ría y el Informe General Ejecutivo a la Cámara de Diputados a que 
se refiere este artículo; la ley establecerá las sanciones aplicables a 
quienes infrinjan esta disposición.

Artículo 5º

El Fiscal General de la República durará en su encargo nueve años, y 
será designado y removido conforme a lo siguiente:

I. A partir de la ausencia definitiva del Fiscal General, el Senado 
de la República contará con veinte días para integrar una lista de al 
menos diez candidatos al cargo, aprobada por las dos terceras partes 
de los miembros presentes, la cual enviará al Ejecutivo Federal;

Si el Ejecutivo no recibe la lista en el plazo antes señalado, envia-
rá libremente al Senado una terna y designará provisionalmente al 
Fiscal General, quien ejercerá sus funciones hasta en tanto se realice 
la designación definitiva conforme a lo establecido en este artículo. 
En este caso, el Fiscal General designado podrá formar parte de la 
terna;

II. Recibida la lista a que se refiere la fracción anterior, dentro de 
los diez días siguientes el Ejecutivo formulará una terna y la enviará 
a la consideración del Senado;
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III. El Senado, con base en la terna y previa comparecencia de las 
personas propuestas, designará al Fiscal General con el voto de las dos 
terceras partes de los miembros presentes dentro del plazo de diez días.

En caso de que el Ejecutivo no envíe la terna a que se refiere la 
fracción anterior, el Senado tendrá diez días para designar al Fiscal 
General de entre los candidatos de la lista que señala la fracción I.

Si el Senado no hace la designación en los plazos que establecen 
los párrafos anteriores, el Ejecutivo designará al Fiscal General de 
entre los candidatos que integren la lista o, en su caso, la terna res-
pectiva;

IV. El Fiscal General podrá ser removido por el Ejecutivo Fede-
ral por las causas graves que establezca la ley.

La remoción podrá ser objetada por el voto de la mayoría de los 
miembros presentes de la Cámara de Senadores dentro de un plazo 
de diez días hábiles, en cuyo caso el Fiscal General será restituido en 
el ejercicio de sus funciones. Si el Senado no se pronuncia al respecto, 
se entenderá que no existe objeción;

V. En los recesos del Senado, la Comisión Permanente lo convo-
cará de inmediato a sesiones extraordinarias para la designación o 
formulación de objeción a la remoción del Fiscal General;

VI. Las ausencias del Fiscal General serán suplidas en los térmi-
nos que determine la ley.

Artículo 6º

Cada Ministro de la Suprema Corte de Justicia, al entrar a ejercer su 
encargo, protestará ante el Senado, en la siguiente forma:

Presidente: “¿Protestáis desempeñar leal y patrióticamente el cargo de 
Ministro de la Suprema Corte de Justicia de la N

Nación os lo demande”.

Artículo 7º

Además de lo dispuesto en el artículo 107 de la Constitución, en mate-
ria de juicio de amparo se observarán las siguientes disposiciones:

I. Cuando se reclamen actos que tengan o puedan tener como 
consecuencia privar de la propiedad o de la posesión y disfrute de sus 
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tierras, aguas, pastos y montes a los ejidos o a los núcleos de pobla-
ción que de hecho o por derecho guarden el estado comunal, o a los 
ejidatarios o comuneros, deberán recabarse de oficio todas aquellas 
pruebas que puedan beneficiar a las entidades o individuos mencio-
nados y acordarse las diligencias que se estimen necesarias para pre-
cisar sus derechos agrarios, así como la naturaleza y efectos de los 
actos reclamados.

En los juicios a que se refiere el párrafo anterior no procederán, 
en perjuicio de los núcleos ejidales o comunales, o de los ejidatarios 
o comuneros, el sobreseimiento por inactividad procesal ni la caduci-
dad de la instancia, pero uno y otra sí podrán decretarse en su bene-
ficio. Cuando se reclamen actos que afecten los derechos colectivos 
del núcleo tampoco procederán desistimiento ni el consentimiento 
expreso de los propios actos, salvo que el primero sea acordado por 
la Asamblea General o el segundo emane de ésta;

II. En relación con el amparo que se interponga contra sen-
tencias definitivas, laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, el 
Tribunal Colegiado de Circuito deberá decidir respecto de todas las 
violaciones procesales que se hicieron valer y aquellas que, cuando 
proceda, advierta en suplencia de la queja, y fijará los términos pre-
cisos en que deberá pronunciarse la nueva resolución.

Si las violaciones procesales no se invocaron en un primer ampa-
ro, ni el Tribunal Colegiado correspondiente las hizo valer de oficio 
en los casos en que proceda la suplencia de la queja, no podrán ser 
materia de concepto de violación, ni de estudio oficioso en juicio de 
amparo posterior;

III. El amparo contra sentencias definitivas, laudos o resolucio-
nes que pongan fin al juicio se promoverá ante el Tribunal Colegia-
do de Circuito competente de conformidad con la ley, en los casos 
siguientes:

a) En materia penal, contra resoluciones definitivas dictadas 
por tribunales judiciales, sean éstos federales, del orden común 
o militares.

b) En materia administrativa, cuando se reclamen por par-
ticulares sentencias definitivas y resoluciones que ponen fin al 
juicio dictadas por tribunales administrativos o judiciales, no re-
parables por algún recurso, juicio o medio ordinario de defensa 
legal;

c) En materia civil, cuando se reclamen sentencias definiti-
vas dictadas en juicios del orden federal o en juicios mercantiles, 
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sea federal o local la autoridad que dicte el fallo, o en juicios del 
orden común.

En los juicios civiles del orden federal las sentencias podrán 
ser reclamadas en amparo por cualquiera de las partes, incluso 
por la Federación, en defensa de sus intereses patrimoniales, y

d) En materia laboral, cuando se reclamen laudos dictados 
por las Juntas Locales o la Federal de Conciliación y Arbitraje, o 
por el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje;

IV. La suspensión deberá otorgarse respecto de las sentencias de-
finitivas en materia penal al comunicarse la promoción del amparo, 
y en las materias civil, mercantil y administrativa, mediante garan-
tía que dé el quejoso para responder de los daños y perjuicios que 
tal suspensión pudiere ocasionar al tercero interesado. La suspensión 
quedará sin efecto si éste último da contragarantía para asegurar la 
reposición de las cosas al estado que guardaban si se concediese el 
amparo y a pagar los daños y perjuicios consiguientes;

Artículo 8º

El Tribunal Federal de Justicia Administrativa funcionará en Pleno o en 
Salas Regionales.

La Sala Superior del Tribunal se compondrá de dieciséis Magistrados 
y actuará en Pleno o en Secciones, de las cuales a una corresponderá la re-
solución de los procedimientos a que se refiere la segunda parte del párrafo 
primero del Apartado B del artículo 108 de la Constitución.

Los Magistrados de la Sala Superior serán designados por el Presiden-
te de la República y ratificados por el voto de las dos terceras partes de 
los miembros presentes del Senado de la República o, en sus recesos, por 
la Comisión Permanente. Durarán en su encargo quince años improrro-
gables.

Los Magistrados de Sala Regional serán designados por el Presidente 
de la República y ratificados por mayoría de los miembros presentes del 
Senado de la República o, en sus recesos, por la Comisión Permanente. 
Durarán en su encargo diez años y podrán ser considerados para nuevos 
nombramientos.

Los Magistrados sólo podrán ser removidos de sus cargos por las causas 
graves que señale la ley.
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Libro Cuarto 
De las Responsabilidades de los Servidores Públicos 

y de la Responsabilidad Patrimonial del Estado

Artículo 1º

Las leyes determinarán los casos y las circunstancias en los que se deba 
sancionar penalmente por causa de enriquecimiento ilícito a los servidores 
públicos que durante el tiempo de su encargo, o por motivos del mismo, por 
sí o por interpósita persona, aumenten substancialmente su patrimonio, ad-
quieran bienes o se conduzcan como dueños sobre ellos, cuya procedencia 
lícita no pudiesen justificar. Las leyes penales sancionarán con el decomiso y 
con la privación de la propiedad de dichos bienes, además de las otras penas 
que correspondan.

Las sanciones administrativas que se apliquen a los servidores públicos 
consistirán en amonestación, suspensión, destitución e inhabilitación, así 
como en sanciones económicas, y deberán establecerse de acuerdo con los 
beneficios económicos que, en su caso, haya obtenido el responsable y con 
los daños y perjuicios patrimoniales causados por los actos u omisiones.

Artículo 2º

Los entes públicos federales tendrán órganos internos de control con 
las facultades que determine la ley para prevenir, corregir e investigar ac-
tos u omisiones que pudieran constituir responsabilidades administrativas; 
para sancionar aquéllas distintas a las que son competencia del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa; revisar el ingreso, egreso, manejo, custo-
dia y aplicación de recursos públicos federales y participaciones federales; 
así como presentar las denuncias por hechos u omisiones que pudieran ser 
constitutivos de delito ante la Fiscalía Especializada en Combate a la Co-
rrupción a que se refiere esta Constitución.

Los entes públicos estatales y municipales, así como del Distrito Federal 
y sus demarcaciones territoriales, contarán con órganos internos de control, 
que tendrán, en su ámbito de competencia local, las atribuciones a que se 
refiere el párrafo anterior.

Artículo 3º

Las personas morales serán sancionadas en los términos de la fracción 
IV del artículo 110 de la Constitución, cuando los actos vinculados con fal-
tas administrativas graves sean realizados por personas físicas que actúen 
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en su nombre o representación y en beneficio de ellas. También podrá or-
denarse la suspensión de actividades, disolución o intervención de la socie-
dad respectiva cuando se trate de faltas administrativas graves que causen 
perjuicio a la Hacienda Pública o a los entes públicos, federales, locales o 
municipales, siempre que la sociedad obtenga un beneficio económico y se 
acredite participación de sus órganos de administración, de vigilancia o de 
sus socios, o en aquellos casos que se advierta que la sociedad es utilizada 
de manera sistemática para vincularse con faltas administrativas graves; en 
estos supuestos la sanción se ejecutará hasta que la resolución sea definitiva. 
Las leyes establecerán los procedimientos para la investigación e imposición 
de las sanciones aplicables de dichos actos u omisiones.

Artículo 4º

Para el cumplimiento de su objeto, el Sistema Nacional Anticorrupción 
se sujetará a las siguientes bases mínimas:

I. El Sistema contará con un Comité Coordinador que estará in-
tegrado por los titulares de la Auditoría Superior de la Federación; de 
la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción; de la Secreta-
ría del Ejecutivo Federal responsable del control interno; por el pre-
sidente del Tribunal Federal de Justicia Administrativa; el presidente 
del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y 
Protección de Datos Personales, así como por un representante del 
Consejo de la Judicatura Federal y otro del Comité de Participación 
Ciudadana;

II. El Comité de Participación Ciudadana del Sistema deberá 
integrarse por cinco ciudadanos que se hayan destacado por su con-
tribución a la transparencia, la rendición de cuentas o el combate a la 
corrupción y serán designados en los términos que establezca la ley, y

III. Corresponderá al Comité Coordinador del Sistema, en los 
términos que determine la ley:

a) El establecimiento de mecanismos de coordinación con 
los sistemas locales;

b) El diseño y promoción de políticas integrales en materia 
de fiscalización y control de recursos públicos, de prevención, 
control y disuasión de faltas administrativas y hechos de corrup-
ción, en especial sobre las causas que los generan;

c) La determinación de los mecanismos de suministro, inter-
cambio, sistematización y actualización de la información que 
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Libro completo en 
http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/libro.htm?l=4050



205Anteproyecto de Ley de Desarrollo Constitucional

sobre estas materias generen las instituciones competentes de los 
órdenes de gobierno;

d) El establecimiento de bases y principios para la efectiva 
coordinación de las autoridades de los órdenes de gobierno en 
materia de fiscalización y control de los recursos públicos;

e) La elaboración de un informe anual que contenga los 
avances y resultados del ejercicio de sus funciones y de la aplica-
ción de políticas y programas en la materia.

Derivado de este informe, podrá emitir recomendaciones no vinculan-
tes a las autoridades, con el objeto de que adopten medidas dirigidas al 
fortalecimiento institucional para la prevención de faltas administrativas y 
hechos de corrupción, así como al mejoramiento de su desempeño y del 
control interno. Las autoridades destinatarias de las recomendaciones infor-
marán al Comité sobre la atención que brinden a las mismas.”

Libro Quinto

Sección Primera 
De los Estados

Artículo 1º

En materia electoral, las Constituciones y leyes de los Estados garanti-
zarán que:

I. En el ejercicio de la función electoral, a cargo de las autorida-
des electorales, sean principios rectores los de certeza, imparcialidad, 
independencia, legalidad, máxima publicidad y objetividad;

. Las autoridades que tengan a su cargo la organización de las 
elecciones y las jurisdiccionales que resuelvan las controversias en la 
materia, gocen de autonomía en su funcionamiento, e independen-
cia en sus decisiones, conforme a lo siguiente y lo que determinen las 
leyes:

a) Los organismos públicos locales electorales contarán con 
un órgano de dirección superior integrado por un consejero pre-
sidente y seis consejeros electorales, con derecho a voz y voto; el 
Secretario Ejecutivo y los representantes de los partidos políticos 
concurrirán a las sesiones sólo con derecho a voz; cada partido 
político contará con un representante en dicho órgano;
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b) El consejero presidente y los consejeros electorales serán 
designados por el Consejo General del Instituto Nacional Elec-
toral, en los términos previstos por la ley.

Los consejeros deberán ser originarios de la entidad federa-
tiva correspondiente o contar con una residencia efectiva de por 
lo menos cinco años anteriores a su designación, y cumplir con 
los requisitos y el perfil que acredite su idoneidad para el cargo 
que establezca la ley. En caso de que ocurra una vacante de con-
sejero, el Consejo General del Instituto Nacional Electoral hará 
la designación correspondiente en términos de este artículo y la 
ley. Si la vacante se verifica durante los primeros cuatro años de 
su encargo, se elegirá un sustituto para concluir el período. Si 
la falta ocurriese dentro de los últimos tres años, se elegirá a un 
consejero para un nuevo periodo;

c) Los consejeros electorales durarán siete años en su cargo 
y no podrán ser reelectos; percibirán una remuneración acorde 
con sus funciones y podrán ser removidos por el Consejo Ge-
neral del Instituto Nacional Electoral por las causas graves que 
establezca la ley;

d) Los consejeros electorales y demás servidores públicos que 
establezca la ley no podrán tener otro empleo, cargo o comisión, 
con excepción de los no remunerados en actividades docentes, 
científicas, culturales, de investigación o de beneficencia. Tam-
poco podrán asumir un cargo público en los órganos emanados 
de las elecciones en cuya organización y desarrollo hubieren par-
ticipado, ni ser postulados para un cargo de elección popular o 
asumir un cargo de dirigencia partidista, durante los dos años 
posteriores al término de su encargo;

e) Las autoridades electorales jurisdiccionales se integrarán 
por un número impar de magistrados, quienes serán electos por 
las dos terceras partes de los miembros presentes de la Cámara 
de Senadores, previa convocatoria pública, en los términos que 
determine la ley;

f) Los organismos públicos locales electorales contarán con 
servidores públicos investidos de fe pública para actos de natura-
leza electoral y sus atribuciones y funcionamiento serán regula-
dos por la ley;

g) Las impugnaciones en contra de los actos que, conforme 
al apartado A del artículo 42 de la Constitución, realice el Insti-
tuto Nacional Electoral con motivo de los procesos electorales lo-
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cales, serán resueltas por el Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación, conforme lo determine la ley;

IV. Las autoridades electorales competentes de carácter adminis-
trativo puedan convenir con el Instituto Nacional Electoral que éste 
se haga cargo de la organización de los procesos electorales locales;

V. Los partidos políticos sólo se constituyan por ciudadanos sin 
intervención de organizaciones gremiales, o con objeto social dife-
rente y sin que haya afiliación corporativa. Asimismo tengan reco-
nocido el derecho para solicitar el registro de candidatos a cargos 
de elección popular, con excepción de lo dispuesto en el artículo 2°, 
fracciones III y VII, de la Constitución;

VI. El partido político local que no obtenga, al menos, el tres 
por ciento del total de la votación válida emitida en cualquiera de las 
elecciones que se celebren para la renovación del Poder Ejecutivo o 
Legislativo locales, le sea cancelado el registro. Esta disposición no 
será aplicable a los partidos políticos nacionales que participen en las 
elecciones locales;

VII. Los partidos políticos reciban, en forma equitativa, finan-
ciamiento público para sus actividades ordinarias permanentes y las 
tendientes a la obtención del voto durante los procesos electorales. 
Del mismo modo, se establezca el procedimiento para la liquidación 
de los partidos que pierdan su registro y el destino de sus bienes y 
remanentes;

VIII. Se fijen los criterios para establecer los límites a las eroga-
ciones de los partidos políticos en sus precampañas y campañas elec-
torales, así como los montos máximos que tengan las aportaciones de 
sus militantes y simpatizantes;

IX. Los partidos políticos accedan a la radio y la televisión, con-
forme a las normas establecidas por esta ley;

X. Se fijen las reglas para las precampañas y las campañas elec-
torales de los partidos políticos, así como las sanciones para quienes 
las infrinjan. En todo caso, la duración de las campañas será de se-
senta a noventa días para la elección de gobernador, y de treinta a 
sesenta días cuando sólo se elijan diputados locales o ayuntamientos; 
las precampañas no podrán durar más de las dos terceras partes de 
las respectivas campañas electorales;

XI. Las autoridades electorales solamente puedan intervenir en 
los asuntos internos de los partidos en los términos que expresamente 
señalen;
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XII. Se regule el régimen aplicable a la postulación, registro, 
derechos y obligaciones de los candidatos independientes, garanti-
zando su derecho al financiamiento público y al acceso a la radio y la 
televisión en los términos establecidos en esta Constitución y en las 
leyes correspondientes;

XIII. Se establezca un sistema de medios de impugnación para 
que todos los actos y resoluciones electorales se sujeten invariable-
mente al principio de legalidad. Igualmente, se señalen los supuestos 
y las reglas para la realización, en los ámbitos administrativo y juris-
diccional, de recuentos totales o parciales de votación;

XIV. Se fijen las causales de nulidad de las elecciones de gober-
nador, diputados locales y ayuntamientos, así como los plazos con-
venientes para el desahogo de todas las instancias impugnativas, to-
mando en cuenta el principio de definitividad de las etapas de los 
procesos electorales, y

XV. Se verifique, al menos, una elección local en la misma fecha 
en que tenga lugar alguna de las elecciones federales;

XVI. Se tipifiquen los delitos y determinen las faltas en materia 
electoral, así como las sanciones que por ellos deban imponerse.

XVII. Se fijen las bases y requisitos para que en las elecciones los 
ciudadanos soliciten su registro como candidatos para poder ser vo-
tados en forma independiente a todos los cargos de elección popular, 
en los términos del artículo 44 de la Constitución.

Sección Segunda 
Del Distrito Federal

Artículo 2º

Son autoridades locales del Distrito Federal, la Asamblea Legislativa, 
el Jefe de Gobierno del Distrito Federal y el Tribunal Superior de Justicia.

La Asamblea Legislativa del Distrito Federal se integrará con diputados 
electos según los principios de mayoría relativa y de representación propor-
cional, mediante el sistema de listas votadas en una circunscripción pluri-
nominal, en el número y en los términos que señalen la Constitución y el 
Estatuto de Gobierno.

El Ejecutivo y la administración pública en la entidad estarán a cargo 
de una sola persona, electa por votación universal, libre, secreta y directa, 
que se denominará “Jefe de Gobierno del Distrito Federal”.
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El Tribunal Superior de Justicia y el Consejo de la Judicatura, con los 
demás órganos que establezca el Estatuto de Gobierno, ejercerán la función 
judicial del fuero común en el Distrito Federal.

Artículo 3º

Corresponde al Congreso de la Unión:

I. Legislar en lo relativo al Distrito Federal, con excepción de las 
materias expresamente conferidas a la Asamblea Legislativa;

II. Expedir el Estatuto de Gobierno del Distrito Federal;
III. Legislar en materia de deuda pública del Distrito Federal;
IV. Dictar las disposiciones generales que aseguren el debido, 

oportuno y eficaz funcionamiento de los Poderes de la Unión, y
V. Las demás atribuciones que le señala la Constitución.

A

I. Iniciar leyes ante el Congreso de la Unión en lo relativo al 
Distrito Federal;

II. Proponer al Senado a quien deba sustituir, en caso de remo-
ción, al Jefe de Gobierno del Distrito Federal;

III. Enviar anualmente al Congreso de la Unión, la propuesta de 
los montos de endeudamiento necesarios para el financiamiento del 
presupuesto de egresos del Distrito Federal. Para tal efecto, el Jefe de 
Gobierno del Distrito Federal someterá a la consideración del Presi-
dente de la República la propuesta correspondiente, en los términos 
que disponga la ley;

IV. Proveer en la esfera administrativa a la exacta observancia 
de las leyes que expida el Congreso de la Unión respecto del Distrito 
Federal, y

V. Las demás atribuciones que le señalen la Constitución, el Es-
tatuto de Gobierno y las leyes.

Artículo 5º

El Estatuto de Gobierno del Distrito Federal se sujetará a las siguientes 
bases respecto a la Asamblea Legislativa:
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I. Los diputados a la Asamblea Legislativa serán electos cada 
tres años por voto universal, libre, directo y secreto en los términos 
que disponga la ley, la cual deberá tomar en cuenta, para la organi-
zación de las elecciones, la expedición de constancias y los medios de 
impugnación en la materia, lo dispuesto en los artículos 42, 60 y 100 
de la Constitución;

II. Los requisitos para ser diputado a la Asamblea no podrán ser 
menores a los que se exigen para ser diputado federal. Serán aplica-
bles a la Asamblea Legislativa y a sus miembros en lo que sean com-
patibles, las disposiciones contenidas en los artículos 51, 59, 61, 62, 
64 y 77, fracción IV de la Constitución;

III. En la integración de la Asamblea Legislativa invariablemen-
te se observarán los criterios que establece el artículo 116, apartado 
B, fracción II, de la Constitución;

I
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211Anteproyecto de Ley de Desarrollo Constitucional

el Congreso de la Unión para el financiamiento del presupuesto 
de egresos del Distrito Federal.

La facultad de iniciativa respecto de la ley de ingresos y el 
presupuesto de egresos corresponde exclusivamente al Jefe de 
Gobierno del Distrito Federal. El plazo para su presentación 
concluye el 30 de noviembre, con excepción de los años en que 
ocurra la elección ordinaria del Jefe de Gobierno del Distrito Fe-
deral, en cuyo caso la fecha límite será el 20 de diciembre.

La Asamblea Legislativa formulará anualmente su proyecto 
de presupuesto y lo enviará oportunamente al Jefe de Gobierno 
del Distrito Federal para que éste lo incluya en su iniciativa.

Serán aplicables a la hacienda pública del Distrito Federal, 
en lo que no sea incompatible con su naturaleza y su régimen 
orgánico de gobierno, las disposiciones contenidas en el segun-
do párrafo del inciso c) de la fracción IV del artículo 115 de la 
Constitución;

c) Revisar la cuenta pública del año anterior, por conducto 
de la entidad de fiscalización del Distrito Federal de la Asamblea 
Legislativa, conforme a los criterios establecidos en la fracción 
VII del artículo 73, en lo que sean aplicables

La cuenta pública del año anterior deberá ser enviada a la 
Asamblea Legislativa a más tardar el 30 de abril. Este plazo, así 
como los establecidos para la presentación de las iniciativas de la 
ley de ingresos y del proyecto del presupuesto de egresos, sola-
mente podrán ser ampliados cuando se formule una solicitud del 
Ejecutivo del Distrito Federal suficientemente justificada a juicio 
de la Asamblea.

Los informes de auditoría de la entidad de fiscalización del 
Distrito Federal tendrán carácter público.

El titular de la entidad de fiscalización del Distrito Federal 
será electo por las dos terceras partes de los miembros presentes 
de la Asamblea Legislativa por periodos no menores a siete años 
y deberá contar con experiencia de cinco años en materia de 
control, auditoría financiera y de responsabilidades.

d) Nombrar a quien deba sustituir en caso de falta absoluta, 
al Jefe de Gobierno del Distrito Federal;

e) Expedir las disposiciones legales para organizar la hacien-
da pública, el presupuesto, la contabilidad y el gasto público del 
Distrito Federal, y la entidad de fiscalización dotándola de au-
tonomía técnica y de gestión en el ejercicio de sus atribuciones, 
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212 Anteproyecto de Ley de Desarrollo Constitucional

y para decidir sobre su organización interna, funcionamiento y 
resoluciones. La función de fiscalización será ejercida conforme 
a los principios de legalidad, imparcialidad y confiabilidad;

f) Expedir las disposiciones que garanticen en el Distrito Fe-
deral elecciones libres y auténticas, mediante sufragio universal, 
libre, secreto y directo; sujetándose a las bases que establezca el 
Estatuto de Gobierno, las cuales cumplirán los principios y reglas 
establecidos en las fracciones II a XVII del artículo 1º del pre-
sente Libro, para lo cual las referencias que hacen a gobernador, 
diputados locales y ayuntamientos se asumirán, respectivamente, 
para Jefe de Gobierno, diputados a la Asamblea Legislativa y Je-
fes Delegacionales;

g) Legislar en materia de Administración Pública local, su 
régimen interno y de procedimientos administrativos;

h) Legislar en las materias civil y penal; normar el organis-
mo protector de los derechos humanos, participación ciudadana, 
defensoría de oficio, notariado y registro público de la propiedad 
y de comercio;

i) Normar la protección civil; justicia cívica sobre faltas de 
policía y buen gobierno; los servicios de seguridad prestados por 
empresas privadas; la prevención y la readaptación social; la sa-
lud y asistencia social; y la previsión social;

j) Legislar en materia de planeación del desarrollo; en desa-
rrollo urbano, particularmente en uso del suelo; preservación del 
medio ambiente y protección ecológica; vivienda; construcciones 
y edificaciones; vías públicas, tránsito y estacionamientos; adqui-
siciones y obra pública; y sobre explotación, uso y aprovecha-
miento de los bienes del patrimonio del Distrito Federal;

k) Regular la prestación y la concesión de los servicios públi-
cos; legislar sobre los servicios de transporte urbano, de limpia, 
turismo y servicios de alojamiento, mercados, rastros y abasto, y 
cementerios;

l) Expedir normas sobre fomento económico y protección al 
empleo; desarrollo agropecuario; establecimientos mercantiles; 
protección de animales; espectáculos públicos; fomento cultural 
cívico y deportivo; y función social educativa en los términos de 
la fracción VII, del artículo 3o. de la Constitución;

m) Expedir la Ley Orgánica de los tribunales encargados de 
la función judicial del fuero común en el Distrito Federal;
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Instituto de Investigaciones Jurídicas
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n) Expedir la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Admi-
nistrativa del Distrito Federal;

ñ) Legislar en materia del derecho de acceso a la informa-
ción y protección de datos personales en posesión de los sujetos 
obligados del Distrito Federal, así como en materia de organiza-
ción y administración de archivos, de conformidad con las leyes 
generales que expida el Congreso de la Unión, para establecer 
las bases, principios generales y procedimientos del ejercicio de 
este derecho.

El Distrito Federal contará con un organismo autónomo, 
imparcial y colegiado responsable de garantizar el derecho de 
acceso a la información y de protección de datos personales en 
posesión de los sujetos obligados, contará con personalidad jurí-
dica y patrimonio propio, así como plena autonomía técnica, de 
gestión, y capacidad para decidir sobre el ejercicio de su presu-
puesto y su organización interna;

o) Presentar iniciativas de leyes o decretos en materias relati-
vas al Distrito Federal, ante el Congreso de la Unión;

p) Para establecer en ley los términos y requisitos para que 
los ciudadanos del Distrito Federal ejerzan el derecho de iniciati-
va ante la propia Asamblea, y

q) Las demás que se le confieran expresamente en la Consti-
tución o en la presente ley.

Artículo 6º

El Estatuto de Gobierno del Distrito Federal se sujetará a las siguientes 
bases respecto al Jefe de Gobierno del Distrito Federal:

I. Ejercerá su encargo, que durará seis años, a partir del día 5 de 
diciembre del año de la elección, la cual se llevará a cabo conforme 
a lo que establezca la legislación electoral.

Para ser Jefe de Gobierno del Distrito Federal deberán reunir-
se los requisitos que establezca el Estatuto de Gobierno, entre los 
que deberán estar: ser ciudadano mexicano por nacimiento en pleno 
goce de sus derechos con una residencia efectiva de tres años inme-
diatamente anteriores al día de la elección si es originario del Dis-
trito Federal o de cinco años ininterrumpidos para los nacidos en 
otra entidad; tener cuando menos treinta años cumplidos al día de la 
elección, y no haber desempeñado anteriormente el cargo de Jefe de 
Gobierno del Distrito Federal con cualquier carácter. La residencia 
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214 Anteproyecto de Ley de Desarrollo Constitucional

no se interrumpe por el desempeño de cargos públicos de la Federa-
ción en otro ámbito territorial.

Para el caso de remoción del Jefe de Gobierno del Distrito Fede-
ral, el Senado nombrará, a propuesta del Presidente de la República, 
un sustituto que concluya el mandato. En caso de falta temporal, 
quedará encargado del despacho el servidor público que disponga 
el Estatuto de Gobierno. En caso de falta absoluta, por renuncia o 
cualquier otra causa, la Asamblea Legislativa designará a un sustituto 
que termine el encargo. La renuncia del Jefe de Gobierno del Distrito 
Federal sólo podrá aceptarse por causas graves. Las licencias al cargo 
se regularán en el propio Estatuto;

II. Tendrá las facultades y obligaciones siguientes:

a) Cumplir y ejecutar las leyes relativas al Distrito Federal 
que expida el Congreso de la Unión, en la esfera de competencia 
del órgano ejecutivo a su cargo o de sus dependencias;

b) Promulgar, publicar y ejecutar las leyes que expida la 
Asamblea Legislativa, proveyendo en la esfera administrativa a 
su exacta observancia, mediante la expedición de reglamentos, 
decretos y acuerdos. Asimismo, podrá hacer observaciones a las 
leyes que la Asamblea Legislativa le envíe para su promulgación, 
en un plazo no mayor de diez días hábiles. Si el proyecto obser-
vado fuese confirmado por mayoría calificada de dos tercios de 
los diputados presentes, deberá ser promulgado por el Jefe de 
Gobierno del Distrito Federal;

c) Presentar iniciativas de leyes o decretos ante la Asamblea 
Legislativa;

d) Nombrar y remover libremente a los servidores públicos 
dependientes del órgano ejecutivo local, cuya designación o des-
titución no estén previstas de manera distinta por la Constitución 
o las leyes correspondientes;

e) Ejercer las funciones de dirección de los servicios de se-
guridad pública de conformidad con el Estatuto de Gobierno, y

f) Las demás que le confieran la Constitución, el Estatuto de 
Gobierno y las leyes.

Artículo 7º

El Estatuto de Gobierno del Distrito Federal se sujetará a las siguientes 
bases respecto a la organización de la Administración Pública en el Distrito 
Federal:
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Instituto de Investigaciones Jurídicas
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I. Determinará los lineamientos generales para la distribución 
de atribuciones entre los órganos centrales, desconcentrados y des-
centralizados;

II. Establecerá los órganos político-administrativos en cada una 
de las demarcaciones territoriales en que se divida el Distrito Federal, 
las que se denominarán Delegaciones.

Asimismo fijará los criterios para efectuar la división territorial 
del Distrito Federal, la competencia de las delegaciones correspon-
dientes, la forma de integrarlos, su funcionamiento, así como las rela-
ciones de dichos órganos con el Jefe de Gobierno del Distrito Federal.

Los titulares de las delegaciones serán electos en forma universal, 
libre, secreta y directa, según lo determine la ley.

Artículo 8º

El Estatuto de Gobierno del Distrito Federal se sujetará a las siguientes 
bases respecto al Tribunal Superior de Justicia y los demás órganos judicia-
les del fuero común:

I. Para ser magistrado del Tribunal Superior se deberá reunir los 
mismos requisitos que la Constitución exige para los Ministros de la 
Suprema Corte de Justicia; se requerirá, además, haberse distinguido 
en el ejercicio profesional o en el ramo judicial, preferentemente en 
el Distrito Federal. El Tribunal Superior de Justicia se integrará con el 
número de magistrados que señale la ley orgánica respectiva.

Para cubrir las vacantes de magistrados del Tribunal Superior de 
Justicia, el Jefe de Gobierno del Distrito Federal someterá la propues-
ta respectiva a la decisión de la Asamblea Legislativa. Los Magistra-
dos ejercerán el cargo durante seis años, podrán ser ratificados por la 
Asamblea y, si lo fuesen, sólo podrán ser privados de sus puestos en 
los términos del Título Cuarto de la Constitución;

II. La administración, vigilancia y disciplina del Tribunal Supe-
rior de Justicia, de los juzgados y demás órganos judiciales, estará a 
cargo del Consejo de la Judicatura del Distrito Federal.

El Consejo de la Judicatura tendrá siete miembros, uno de los 
cuales será el presidente del Tribunal Superior de Justicia, quien tam-
bién lo será del Consejo. Los miembros restantes serán un magistra-
do y dos jueces electos por mayoría de votos de las dos terceras partes 
del Pleno de Magistrados; uno designado por el Jefe del Gobierno del 
Distrito Federal, y otros dos nombrados por la Asamblea Legislativa. 
Todos los consejeros deberán reunir los requisitos exigidos para ser 
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Magistrado y serán personas que se hayan distinguido por su capa-
cidad profesional y administrativa, honestidad y honorabilidad en 
el ejercicio de sus actividades; en el caso de los electos por el Pleno 
de Magistrados, deberán gozar, además, de reconocimiento por sus 
méritos profesionales en el ámbito judicial. Durarán cinco años en 
su cargo; serán sustituidos de manera escalonada, y no podrán ser 
nombrados para un nuevo periodo.

El Consejo designará a los jueces del Distrito Federal, en los tér-
minos que las disposiciones prevean en materia de carrera judicial. 
También determinará el número y especialización por materia de las 
salas del Tribunal Superior y juzgados que integran el Poder Judicial 
del Distrito Federal, de conformidad con lo que establezca el propio 
Consejo;

III. Se determinarán las atribuciones y las normas de funciona-
miento del Consejo de la Judicatura, tomando en cuenta lo dispuesto 
por el artículo 101 de la Constitución;

IV. Se fijarán los criterios conforme a los cuales la ley orgánica 
establecerá las normas para la formación y actualización de funcio-
narios, así como del desarrollo de la carrera judicial;

V. Serán aplicables a los miembros del Consejo de la Judicatura, 
así como a los magistrados y jueces, los impedimentos y sanciones 
previstos en el artículo 102 de la Constitución;

VI. El Consejo de la Judicatura elaborará el presupuesto de los 
tribunales de justicia en la entidad y lo remitirá al Jefe de Gobierno 
del Distrito Federal para su inclusión en el proyecto de presupuesto de 
egresos que se presente a la aprobación de la Asamblea Legislativa.

Artículo 9º

El Tribunal de Justicia Administrativa del Distrito Federal estará dotado 
de plena autonomía para dictar sus fallos y establecer su organización, fun-
cionamiento, procedimientos y, en su caso, recursos contra sus resoluciones. 
El Tribunal tendrá a su cargo dirimir las controversias que se susciten entre 
la administración pública del Distrito Federal y los particulares; imponer, en 
los términos que disponga la ley, las sanciones a los servidores públicos por 
responsabilidad administrativa grave y a los particulares que incurran en 
actos vinculados con faltas administrativas graves; así como fincar a los res-
ponsables el pago de las indemnizaciones y sanciones pecuniarias que deri-
ven de los daños y perjuicios que afecten a la Hacienda Pública del Distrito 
Federal o al patrimonio de los entes públicos del Distrito Federal.
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217Anteproyecto de Ley de Desarrollo Constitucional

Para la investigación, substanciación y sanción de las responsabilidades 
administrativas de los miembros del Tribunal Superior de Justicia, se ob-
servará lo previsto en la fracción II del artículo anterior, sin perjuicio de las 
atribuciones de las entidades de fiscalización sobre el manejo, la custodia y 
aplicación de recursos públicos.

Artículo 10.

El Ministerio Público en el Distrito Federal será presidido por un Pro-
curador General de Justicia, que será nombrado en los términos que señale 
el Estatuto de Gobierno; este ordenamiento y la ley orgánica respectiva 
determinarán su organización, competencia y normas de funcionamiento.

Artículo 11.

En el Distrito Federal será aplicable respecto del Presidente de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, lo dispuesto en la fracción Vll del artículo 115 de la 
Constitución. La designación y remoción del servidor público que tenga a 
su cargo el mando directo de la fuerza pública se hará en los términos que 
señale el Estatuto de Gobierno.

Artículo 12.

La Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, o en sus recesos, 
la Comisión Permanente, podrá remover al Jefe de Gobierno del Distrito 
Federal por causas graves que afecten las relaciones con los Poderes de la 
Unión o el orden público en el Distrito Federal. La solicitud de remoción 
deberá ser presentada por la mitad de los miembros de la Cámara de Sena-
dores o de la Comisión Permanente, en su caso.

Artículo 13.

Para la eficaz coordinación en las materias de asentamientos humanos, 
protección al ambiente, preservación y restauración del equilibrio ecológi-
co, transporte, agua potable y drenaje, así como recolección, tratamiento y 
disposición de desechos sólidos y seguridad pública, de las distintas jurisdic-
ciones locales y municipales entre sí y de éstas con la Federación y el Distrito 
Federal, en la planeación y ejecución de acciones en las zonas conurbadas 
limítrofes con esta última entidad, de acuerdo con el artículo 115, fracción 
VI de la Constitución, sus respectivos gobiernos podrán suscribir convenios 
para la creación de comisiones metropolitanas en las que concurran y par-
ticipen con apego a sus leyes.
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Las comisiones serán constituidas por acuerdo conjunto de los partici-
pantes. En el instrumento de creación se determinará la forma de integra-
ción, estructura y funciones.

A través de las comisiones se establecerán:

I. Las bases para la celebración de convenios, en el seno de las 
comisiones, conforme a las cuales se acuerden los ámbitos territoria-
les y de funciones respecto a la ejecución y operación de obras, pres-
tación de servicios públicos o realización de acciones en las materias 
indicadas en el primer párrafo de este apartado;

II. Las bases para establecer, coordinadamente por las partes in-
tegrantes de las comisiones, las funciones específicas en las materias 
referidas, así como para la aportación común de recursos materiales, 
humanos y financieros necesarios para su operación, y

III. Las demás reglas para la regulación conjunta y coordinada 
del desarrollo de las zonas conurbadas, prestación de servicios y rea-
lización de acciones que acuerden los integrantes de las comisiones.

Artículo 14.

Las prohibiciones y limitaciones que la Constitución establece para los 
Estados serán aplicables a las autoridades del Distrito Federal.

L Sexto 
Del Trabajo y de la Previsión Social

Artículo 1º

Además de la dispuesto en el artículo 123, Apartado A, fracción V, de 
la Constitución, la participación de los trabajadores en las utilidades de las 
empresas será regulada de conformidad con las siguientes normas:

I. La Comisión Nacional para la Participación de los Trabaja-
dores en las Utilidades de las Empresas practicará las investigacio-
nes y realizará los estudios necesarios y apropiados para conocer las 
condiciones generales de la economía nacional; tomará asimismo en 
consideración la necesidad de fomentar el desarrollo industrial del 
País, el interés razonable que debe percibir el capital y la necesaria 
reinversión de capitales;

II. La misma Comisión podrá revisar el porcentaje fijado cuan-
do existan nuevos estudios e investigaciones que los justifiquen;
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III. La ley podrá exceptuar de la obligación de repartir utili-
dades a las empresas de nueva creación durante un número deter-
minado y limitado de años, a los trabajos de exploración y a otras 
actividades cuando lo justifique su naturaleza y condiciones parti-
culares;

IV. Para determinar el monto de las utilidades de cada empresa 
se tomará como base la renta gravable de conformidad con las dis-
posiciones de la Ley del Impuesto sobre la Renta. Los trabajadores 
podrán formular ante la oficina correspondiente de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público las objeciones que juzguen convenientes, 
ajustándose al procedimiento que determine la ley.

Artículo 2º

La aplicación de las leyes del trabajo es de la competencia exclusiva de 
las autoridades federales en los asuntos relativos a las ramas industriales y 
servicios siguientes:

1. Textil;
2. Eléctrica;
3. Cinematográfica;
4. Hulera;
5. Azucarera;
6. Minera;
7. Metalúrgica y siderúrgica, abarcando la explotación de los minerales 

básicos, el beneficio y la fundición de los mismos, así como la obtención de 
hierro metálico y acero a todas sus formas y ligas y los productos laminados 
de los mismos;

8. De hidrocarburos;
9. Petroquímica;
10. Cementera;
11. Calera;
12. Automotriz, incluyendo autopartes mecánicas o eléctricas;
13. Química, incluyendo la química farmacéutica y medicamentos;
14. De celulosa y papel;
15. De aceites y grasas vegetales;
16. Productora de alimentos, abarcando exclusivamente la fabricación 

de los que sean empacados, enlatados o envasados o que se destinen a ello;
17. Elaboradora de bebidas que sean envasadas o enlatadas o que se 

destinen a ello;
18. Ferrocarrilera;
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19. Maderera básica, que comprende la producción de aserradero y la 
fabricación de triplay o aglutinados de madera;

20. Vidriera, exclusivamente por lo que toca a la fabricación de vidrio 
plano, liso o labrado, o de envases de vidrio;

21. Tabacalera, que comprende el beneficio o fabricación de productos 
de tabaco, y

22. Servicios de banca y crédito.

Libro Séptimo 
Prevenciones Generales

Artículo 1º

Además de lo dispuesto en el artículo 127 de la Constitución, las remu-
neraciones de los servidores públicos se regirán por los siguientes principios 
y bases:

I. Se considera remuneración o retribución toda percepción en 
efectivo o en especie, incluyendo dietas, aguinaldos, gratificaciones, 
premios, recompensas, bonos, estímulos, comisiones, compensacio-
nes y cualquier otra, con excepción de los apoyos y los gastos sujetos 
a comprobación que sean propios del desarrollo del trabajo y los gas-
tos de viaje en actividades oficiales;

II. ingún servidor público podrá recibir remuneración, en tér-
minos de la fracción anterior, por el desempeño de su función, em-
pleo, cargo o comisión, mayor a la establecida para el Presidente de 
la República en el presupuesto correspondiente;

III. Ningún servidor público podrá tener una remuneración 
igual o mayor que su superior jerárquico; salvo que el excedente sea 
consecuencia del desempeño de varios empleos públicos, que su re-
muneración sea producto de las condiciones generales de trabajo, 
derivado de un trabajo técnico calificado o por especialización en su 
función, la suma de dichas retribuciones no deberá exceder la mitad 
de la remuneración establecida para el Presidente de la República en 
el presupuesto correspondiente;

IV. No se concederán ni cubrirán jubilaciones, pensiones o habe-
res de retiro, ni liquidaciones por servicios prestados, como tampoco 
préstamos o créditos, sin que éstas se encuentren asignadas por la ley, 
decreto legislativo, contrato colectivo o condiciones generales de tra-
bajo. Estos conceptos no formarán parte de la remuneración. Que-
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Libro completo en 
http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/libro.htm?l=4050



221Anteproyecto de Ley de Desarrollo Constitucional

dan excluidos los servicios de seguridad que requieran los servidores 
públicos por razón del cargo desempeñado;

V. Las remuneraciones y sus tabuladores serán públicos, y de-
berán especificar y diferenciar la totalidad de sus elementos fijos y 
variables tanto en efectivo como en especie;

VI. El Congreso de la Unión, las Legislaturas de los Estados y la 
Asamblea Legislativa del Distrito Federal, en el ámbito de sus com-
petencias, expedirán las leyes para hacer efectivo el contenido del 
presente artículo y las disposiciones constitucionales relativas, y para 
sancionar penal y administrativamente las conductas que impliquen 
el incumplimiento o la elusión por simulación de lo establecido en 
este artículo.

Artículos Transitorios

(…)
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